Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 27 minutos.) 


-Queremos agradecer a la delegación del Congreso de Intendentes por su presencia en esta 
Comisión de Constitución y Legislación del Senado y, además, por la prontitud con que respondieron a 
nuestra convocatoria para analizar este proyecto de ley. Agradecemos también al Intendente de 
Montevideo, doctor Ricardo Ehrlich, quien preside esta delegación; al Intendendente de Maldonado, 
Oscar de los Santos, y a todos los demás que la integran, que pertenecen a distintos departamentos. 


Damos la palabra al doctor Ricardo Ehrlich, Intendente de Montevideo y Vicepresidente del 
Congreso de Intendentes. 


SEÑOR EHRLICH.- Buenas tardes a todos. Es muy grato estar aquí y debo decir que para el Congreso 
de Intendentes esta ha sido una invitación muy significativa, centrada en un tema que se considera de 
muy alta importancia. 


Como ustedes saben, el Congreso de Intendentes había tomado la iniciativa de realizar una 
propuesta de ley de empresas mixtas -que fue adoptada por unanimidad en 1997-, y recientemente 
este tema fue agendado para una nueva consideración con la idea de trabajar junto a ustedes e 
impulsar su resolución. Estimamos, entonces, muy afortunada la iniciativa que ha tenido este Cuerpo y 
el proceso que ha seguido, porque creo que nos ha permitido ganar un tiempo considerable. Este tema 
estaba agendado en la mesa del Congreso de Intendentes y el texto último que los señores Senadores 
nos han hecho llegar recientemente todavía no pudo ser considerado por este Cuerpo. Sin embargo 
creo que podemos avanzar en una serie de opiniones al respecto y como pensamos que debería ser 
comunicado al Cuerpo a la brevedad, resolvimos realizar una sesión el próximo jueves a los efectos de 
adoptar una posición formal como Congreso de Intendentes. No obstante esto, quiero señalar lo que 
entiendo es la opinión que compartimos los diecinueve Intendentes en lo que refiere a la propuesta de 
fondo y también al articulado de manera general. 


Podemos señalar que el primer acuerdo es el papel que los gobiernos municipales deben 
asumir en este período; las responsabilidades municipales se han ido reperfilando en los últimos años, 
se han asumido nuevos roles y, en este momento, es muy claro que los gobiernos municipales deben 
participar en forma plena en lo que es el desarrollo productivo, de forma coordinada con los programas 
e instancias nacionales. En ese marco aparecen nuevas responsabilidades en un contexto muy 
particular, como es el que tiene nuestro país en este momento, con mucho énfasis en lo que tiene que 
ver con ese tema. 


Las distintas Intendencias Municipales están considerando diversas iniciativas que pueden 
contribuir al desarrollo económico-productivo y a la generación de trabajo de calidad. La mayor parte 
de ellas requieren de asociaciones con actores tanto del sector público —en el marco de lo que está 
previsto en el artículo 262 de la Constitución-, como del privado. Para ello es necesario contar con una 
nueva normativa que permita distintos tipo de emprendimientos. A estos efectos estamos considerando 
diferentes posibilidades y seguramente los señores Senadores habrán escuchado hablar de proyectos 
de Agencias Para el Desarrollo que llevarían a trabajar en el marco de las posibilidades que plantea el 
artículo 262 de la Constitución, pero también requerirían prever la asociación con actores privados. En 
ese contexto, pues, estimamos que se trata de una iniciativa de carácter urgente. 


En lo que tiene que ver con el texto, los señores Senadores deben tener presente el que fue 
acordado por el Congreso de Intendentes en el año 1997. Entendemos que la iniciativa que hemos 
recibido contempla la mayor parte de las preocupaciones señaladas en la exposición de motivos y en el 
núcleo de nuestra propuesta y, a su vez, tiene una mayor flexibilidad porque permite referirse a las 
posibilidades que da el artículo 262 de la Constitución y también a lo que tiene que ver a las empresas 
mixtas. Asimismo, brinda una mayor flexibilidad en cuanto al procedimiento de aprobación de las 
distintas propuestas a nivel municipal, porque modifica algunos requisitos de su tratamiento a nivel de 
la Junta Departamental. 


Entendemos que la formulación, tal como está presentada, es sumamente interesante 
aunque, sin duda, requerirá de reglamentaciones ulteriores en forma complementaria. Es muy probable 
que esta iniciativa cuente con un apoyo entusiasta en el seno del Congreso de Intendentes. Para ello 
prevemos presentarle este documento, repito, el jueves de esta semana y es posible que en la próxima 
reunión, que se va a llevar a cabo dentro de 15 días, el Congreso pueda estar dando su opinión formal 
al respecto. 


Esto es cuanto puedo comunicarles en representación formal del Cuerpo. 


SEÑOR KORZENIAK.- La idea que tenía al menos nuestra Bancada era que este proyecto de ley se 
debatiera luego en la Comisión, en el intento de llevar adelante este proyecto tal como está o con 
alguna modificación. El sentido de este tipo de reuniones es ilustrarnos con las opiniones de nuestros 
invitados, en este caso de los señores Intendentes, por lo que no tengo preguntas para formular ya 
que comparto la filosofía de la iniciativa. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Señor Presidente: agradezco la presencia de los señores Jefes Comunales y 
representantes del Congreso Nacional de Intendentes, así como la de los correspondientes asesores 
por la rapidez con que pudieron concurrir a esta reunión para tratar un proyecto de ley que se refiere a 
una iniciativa que hace ya muchos años el Congreso Nacional de Intendentes había trasladado a los 
integrantes del Poder Legislativo. 


Quisiera hacer una pregunta -que es también una reflexión- que podría ser analizada en la 
próxima sesión del Congreso a que hacía mención el señor Intendente Municipal de Montevideo. 
Refiere a la perspectiva de agregar a esta iniciativa, con las modificaciones correspondientes y el 
estudio que las distintas Bancadas tendrán que llevar adelante sin tomar posición al respecto, el tema 
de las Agencias Regionales de Desarrollo con la participación del Gobierno Nacional, del Gobierno 
Departamental, de la actividad privada y de las agremiaciones privadas como forma de constituir, a 
través de dichas Agencias, una forma de lucha conjunta de las diferentes regiones del país como base 
de trabajos que puedan armonizarse, de proyectos que se puedan plantear y de emprendimientos 
productivos que se puedan apoyar. En fin, creo que la gama de alternativas que se puede analizar es 
muy variada. 


Las Agencias de Desarrollo Regional se plantean no para establecer una especie de reclamo 
de lo local frente a lo nacional, sino como un esquema de pensar al país en términos de región y, de 
esa manera, contribuir a la estrategia de desarrollo nacional. Quizás una buena forma de hacerlo sea 
realizar la sumatoria de pequeñas estrategias de desarrollo local que contribuyan al desarrollo nacional 
que todos queremos y que es dispar en el territorio nacional en virtud de los procesos migratorios que, 
en buena medida, explican la expulsión urbana y rural de la que hemos hablado en tantas 
oportunidades. 


Quería trasladarles la posibilidad de analizar el tema de esas Agencias de Desarrollo 
Regional en el litoral, Este, centro o Sur —serían cuatro o cinco Agencias- como esquema de trabajo 
que quizás pueda tener algún tipo de institucionalidad, más allá de que eso no necesita ningún tipo de 
resorte jurídico legal para concretarse, pero sí puede habilitar a que estas formas ayuden y contribuyan 
al desarrollo que todos queremos en cada uno de los departamentos en los que habitamos. 


Gracias señor Presidente, señores Intendentes y representantes. 


SEÑORA PERCOVICH.- Me parece que lo interesante de este intercambio con el Congreso Nacional 
de Intendentes sería ver si este marco jurídico —como decía el señor Intendente Ehrlich- es lo 
suficientemente amplio como para cubrir lo que planteaba el señor Senador Larrañaga. A mi entender, 
la posibilidad de pensar formas distintas según los acuerdos a que se llegue regionalmente o que firme 
el Congreso Nacional de Intendentes en su conjunto en una negociación con el Poder Ejecutivo está 
contemplada en el artículo 2". 


Me parece que quizás eso sería lo que tendríamos que ver después en la Comisión. De 
cualquier manera, según lo manifestado hasta ahora por el señor Intendente Ehrlich en representación 


de quienes están hoy aquí, parecería que esto sería lo suficientemente amplio como marco jurídico 
para todas las alternativas distintas que fueran presentadas con el objetivo de dar herramientas a los 
Gobiernos Departamentales cuando todavía no hemos modificado la Ley Orgánica. En este cuadro, 
teniendo iniciativas concretas por parte de los distintos Gobiernos Departamentales en su conjunto, 
quizás podamos dar a todo esto un marco más claro a las modificaciones que se hagan a la Ley 
Orgánica Municipal. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Por mi parte, pregunto a los señores representantes del Congreso Nacional 
de Intendentes cómo ha venido funcionando la Comisión Sectorial de Descentralización. 
Concretamente, me gustaría saber cuántas reuniones se han celebrado desde el comienzo de las 
Administraciones Comunales, habida cuenta de que ellas comenzaron a funcionar luego de que lo 
hiciera la Administración Nacional. Recordemos que aquel esquema de reforma constitucional de 1996 
fue proyectado sobre la base de buscar, precisamente a través de la Comisión Sectorial de 
Descentralización, esfuerzos tendientes a ese proceso descentralizador. 


SEÑOR DE LOS SANTOS .- Ante todo, en relación con lo que planteaba el señor Senador Korzeniak, 
voy a señalar cuáles son las dificultades que desde los Municipios encontramos para el desarrollo de 
actividades que contribuyan a la articulación en el Uruguay y en la región. Una de ellas es la necesidad 
de capital, es decir, de recursos, en comunidades donde los gobernantes y los actores sociales se 
conocen más o son más cercanos. Sabemos que uno de los problemas importantes tienen que ver con 
cómo lograr transformar los depósitos o ahorros de los uruguayos en actividades productivas. En este 
sentido, cito dos ejemplos concretos que refieren a Maldonado, aunque debe haber varios otros que 
involucran a todos los Municipios. El primero tiene que ver con el turismo; hay que ver cómo incorporar 
a los empresarios privados junto al Municipio en actividades, o sea en una empresa mixta que permita 
defender y hacer conocer la propuesta, además de lograr no sólo la promoción sino también la 
atracción de nuevo capital privado, particularmente del exterior. 


Es sabido que en Maldonado funciona un Consejo Departamental de Turismo. Sin embargo, 
necesitamos darle herramientas que permitan llevar adelante una campaña publicitaria y realizar todos 
los contactos y acciones tendientes a consolidar lo que tenemos y llegar a otros mercados. Hoy 
continúa existiendo un alto nivel de dependencia de los privados en relación con el Estado y es este 
último el que termina subsidiando las acciones que se realicen afuera. Por eso hablamos de que hay 
necesidad de capital, de acciones conjuntas y también de compromiso conjunto, pues el Estado debe 
participar junto a los privados pero éstos, a su vez, deben tener un mayor nivel de compromiso. Así se 
puede ir construyendo una voluntad política o un consenso en ese sentido, dando un marco legal a 
todo esto. 


Otra cuestión que es muy posible que involucre a todos los Municipios es la que refiere al 
tema de la vivienda. Todos sabemos que en esta materia los recursos del Ministerio están 
comprometidos hasta el año 2008. Evidentemente, algunos departamentos, fruto de la migración 
interna, van a vivir un aumento significativo de sus pobladores; esto debe tener expresiones múltiples 
en todo el país, pero particularmente en Maldonado sucede que la vivienda en la que al inversor le 
interesa invertir en lo inmediato es la que está ubicada en la zona turística. 


No obstante ello, debo hacer notar que estamos teniendo un mercado comprador de 
viviendas importante —dicho esto en términos de economía-, en donde el interés se centra en aquellos 
sectores de capas medias o de bajos ingresos. Sin embargo, ocurre que si no se dispone de recursos 
del Estado para llevar a cabo estas iniciativas —porque están comprometidos hasta el año 2008-, los 
Municipios, por sí mismos, no pueden resolver el problema. Por lo tanto, necesitamos una inyección de 
recursos frescos. Es más; en la bajada de la curva cíclica relativa a la inversión y a la construcción, 
encontramos que una buena alternativa puede ser el construir viviendas para atender a dichos 
sectores, que es lo que estamos precisando. 


Existen varios aspectos que queremos explorar, sin perjuicio de que para ello se necesite de 
la anuencia de las Juntas, de acuerdos y respaldo a nivel político, y hasta de un debate a nivel social. 
Concretamente, queremos lograr avanzar en alguna ejecución de obras, de servicios y de 
asociaciones, no solamente en términos de necesidad de capital, sino también para lo que es la 
conformación de la ciudadanía. Muchas veces sucede que los costos de los recursos humanos para el 


mantenimiento y para hacer funcionar una máquina, no tienen relación con la productividad. Entonces, 
creemos que el estimular la asociación de organizaciones empresariales o de cooperativas de 
trabajadores, con la infraestructura que tiene el Estado, puede llegar a hacer que el Estado se torne 
más eficiente y que baje su costo. 


Con relación al otro tema, y si el señor Presidente lo permite, pediría que haga uso de la 
palabra el Vicepresidente del Congreso. 


SEÑOR EHRLICH.- Como ustedes saben, en este momento estamos trabajando en lo que 
entendemos puede ser una experiencia piloto de una agencia regional en la zona Sur. Esta es una 
experiencia abierta, pues la zona Sur no está geográficamente bien definida. Actualmente —y más allá 
de que no está establecido-, estamos trabajando un conjunto de Intendencias, entre ellas, la de 
Maldonado, Canelones, San José y Florida —pero, reitero, ello está abierto a otras Intendencias de la 
zona Sur- en una propuesta que tiene dos objetivos muy claros. Uno de ellos es el de articular la 
capacidad que tenemos a nivel nacional, institucional o de actores públicos y privados, con un 
cometido específico, que es el trabajo. Si ustedes hablan con los diecinueve intendentes y nos 
preguntan qué es lo que nos pide la gente cuando recorremos los departamentos, seguramente todos 
responderemos una sola palabra: trabajo. Esto es lo primero que nos solicitan. 


Entonces, cuando comenzamos a estudiar distintas formas para poder intervenir como 
Intendencias, apareció este proyecto de Agencia para el Desarrollo que debe cumplir un rol articulador 
de las capacidades existentes. Así, pues, entre los objetivos o las direcciones de trabajo que se están 
programando, por un lado figura el de capacitar y recuperar capacidades. Esto se hace pensando en 
una población que ha quedado marginada —porque ha tenido algunas experiencias anteriores y quedó 
fuera del sistema-de lo que es el trabajo formal y de calidad. Ello requiere, entonces, de programas 
más específicos, así como también de herramientas para favorecer, por ejemplo, la reinserción laboral 
O la constitución de emprendimientos de pequeño volumen y, en ese sentido, quiero decir que existen 
iniciativas públicas y privadas con esta orientación. Por lo tanto, la Agencia debe constituirse en un 
articulador de las mismas para, eventualmente, complementar sus propuestas. 


Un segundo componente tiene que ver con lo que son las líneas de financiamiento de crédito 
para favorecer emprendimientos y desarrollar los que están en marcha, a efectos de que ellos 
posibiliten, tanto el desarrollo productivo como la generación de trabajo. A este respecto, también hay 
distintas iniciativas y herramientas que debemos tener en cuenta las Intendencias para poder lograr 
que esta Agencia cumpla con su rol articulador, de forma tal de poder llegar a los actores en las 
mejores condiciones. 


La Agencia para el Desarrollo y las Intendencias pueden actuar como garantes favoreciendo 
ese proceso. 


Un tercer componente tiene que ver con lo que se dio por llamar “ventanillas de inversión”. 
Recientemente hemos escuchado comentarios en el sentido de que, tal vez, emplear la expresión 
“ventanillas” no sea la mejor forma de definir lo que queremos hacer porque, en realidad, no se trata de 
esperar de manera pasiva -detrás, precisamente, de una ventanilla- que venga un inversor, sino que 
deberíamos tener una actitud proactiva, buscando favorecer las inversiones en todas las áreas. 


No me voy a extender en este punto porque creo que este es un tema que está arriba de la 
mesa a nivel nacional. No obstante ello, considero que debería ser incluido en este consorcio de 
Intendencias que formaría esta Agencia. 


Hay un cuarto punto que tiene que ver, específicamente, con los jóvenes y con la que sería 
su primera experiencia de trabajo -con inserción laboral-, la que muchas veces requiere apoyos, 
orientación y complemento de informaciones. Esto puede llevarlos a trabajar con otros actores 
nacionales -en particular, del sistema educativo-, pero también los debe conducir a programas 
específicos destinados, precisamente, a nuestros jóvenes. 


Tampoco me voy a extender sobre este punto porque ustedes conocen las estadísticas 
relacionadas a los jóvenes que perdemos, ya sea porque se van del país o porque, de una forma u 
otra, se marginan o se “desenganchan” de la sociedad. 


En definitiva, diría que estos son los cuatro puntos que se están dibujando como programas 
centrales. 


El llevar adelante esta propuesta va a requerir, por un lado, coordinar con instituciones 
nacionales —estamos pensando en el Banco de la República y en la Corporación Nacional para el 
Desarrollo-, así como con diferentes Ministerios, con el sistema educativo, con distintas cámaras 
empresariales y con la Central de Trabajadores, entre otros actores. 


Se trata, entonces, de una articulación compleja, pero entendemos que puede concretarse, al 
menos en forma experimental, rápidamente y esperamos que esto vea la luz, por lo menos en la región 
Sur, en las próximas semanas. 


Hay un segundo aspecto a considerar -que fue presentado por el señor Senadores 
Larrañaga- que tiene que ver con la Comisión Sectorial de Descentralización. Al respecto le pediría al 
señor Secretario del Congreso de Intendentes que nos diera un pequeño informe acerca de lo que ha 
sido el trabajo a ese nivel. 


SEÑOR PEÑA.- Para responder muy brevemente al señor Senador Larrañaga, me voy a referir a dos 
aspectos. Uno de ellos tiene que ver con el funcionamiento, que creo que es satisfactorio en cuanto a 
frecuencia e importancia de los temas que se tratan. Esto no sólo es una oportunidad para hablar de 
los temas de descentralización y de manejo del Fondo de Desarrollo del Interior, sino también de otros 
aspectos importantes que hacen a la relación entre el Poder Ejecutivo y las Intendencias. 


Entonces -no hago más que recoger las opiniones de los Intendentes, o lo que les escucho 
decir, porque no participo directamente en esto-, diría que en este sentido la labor es satisfactoria pero 
perfectible. 


El otro aspecto que creo que es importante destacar -porque lo han enfatizado los señores 
Intendentes en diversas oportunidades y se trabaja en ello- es que se pretende que otros actores -del 
sector público, por supuesto- vinculados a la utilización del Fondo de Desarrollo e Inversión, además 
de las Intendencias, tuvieran un mayor aporte de datos hacia la Comisión en cuanto a proyectos y a 
realización de obras, para tener una mejor coordinación en cuanto a la aplicación de dicho Fondo en 
todo el país. 


Creo que esto es lo más importante a destacar, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay más consideraciones a realizar, les agradecemos mucho la 
presencia de todos ustedes hoy aquí. Quedaríamos esperando, entonces, para el próximo jueves, 
después de la reunión que mantengan, alguna comunicación -por escrito, de ser posible- referente a la 
posición que ustedes adopten con respecto a este proyecto de ley que la Comisión está abocada a 
tratar. La intención era tratarlo en el día de hoy, pero postergaríamos ese estudio hasta el martes 
próximo en espera de esta contestación que nuestros visitantes nos harían llegar el jueves. Hacemos 
hincapié en que esa respuesta llegue, precisamente, antes del próximo martes. 


Entonces, haríamos un breve cuarto intermedio de cinco minutos para despedir a nuestros 
invitados. 


(Se pasa a cuarto intermedio. Es la hora 16 y 55 minutos) 


(Vueltos a Sala) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continua la sesión. 
(Es la hora 16 y 59 minutos) 
-Tiene la palabra el señor Senador Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK.- Quisiera hacer un aporte —ya sea que se vote en el día de hoy o cuando los 
señores Senadores dispongan- sobre este proyecto de ley que le otorga facultades a los gobiernos 
departamentales. 


Esta iniciativa lleva muchísimo tiempo en trámite. Hay otra igual presentada por legisladores 
del Partido Nacional... 


SEÑOR GALLINAL.- En todo caso, este proyecto es igual al que presentamos. 


SEÑOR KORZENIAK.- Pero tiene una diferencia. El proyecto de ley presentado por legisladores del 
Partido Nacional -que a su vez se basa en dos proyectos anteriores del Congreso Nacional de 
Intendentes, no refiere al artículo 188 de la Constitución de la República. Es decir que, prácticamente, 
el artículo 3% de este proyecto de ley es igual pero sin aludir, reitero, al artículo 188 de la Carta. 


Quiero señalar que he escuchado —por lo menos en el curso de dos o tres Legislaturas- 
algunas objeciones al hecho de que, para establecer sociedades de economía mixta o una modalidad 
de ellas, la ley se base en el artículo 188 de la Constitución. Una objeción la formuló originalmente el 
entonces señor Senador Atchugarry y la reiteró, en otra Legislatura, el en aquel momento señor 
Senador Correa Freitas. La misma refiere a que el artículo 188 de la Constitución alude al Estado y, en 
opinión de ellos —o de algunos autores-, el término no comprende a los gobiernos departamentales. Es 
sabido que la Constitución es muy desprolija en cuanto al sentido que le da a la palabra “Estado” ya 
que, en ocasiones la utiliza en sentido amplísimo, comprendiendo a toda persona pública estatal en 
general, mientras que otras veces la aplica en forma muy restringida, refiriéndose a la persona pública 
mayor compuesta por los tres Poderes más los organismos de contralor, es decir, la Corte Electoral, el 
Tribunal de Cuentas y el Tribunal de lo Contencioso Administrativo. En ciertos casos, usa el término 
para tratar acerca de todos los organismos públicos menos los gobiernos departamentales, y es 
cuando expresa: “El Estado y los gobiernos departamentales”. Así podríamos continuar en una 
discusión eterna. 


Por lo tanto, esa objeción quizás podría haber justificado —no sé si fue la única razón- el 
hecho de que en una disposición como esta no se incluyera la referencia al artículo 188. Pero existe 
otra razón con respecto a leyes que autorizaban sociedades mixtas nacionales, y es que en un párrafo 
del artículo 188 se habla de que sea autorizado por ley —no por el Gobierno Departamental-, y además 
en cada caso. Si bien Uruguay tuvo una práctica importante en cuanto a no hacerlo en cada caso — 
algunas leyes quedaron, otras fueron impugnadas, otras se revocaron y otras se modificaron-, siempre 
se autorizaba a celebrar esos acuerdos de antemano, no teniendo que aprobarlos en cada caso. Esta 
es la realidad en la práctica. 


De todas maneras, se acepte o no esa postura que yo sostenía —la que defendía que fuera en 
cada caso-, el hecho es que al artículo también menciona la ley. Entonces, alguien podría afirmar que 
cuando un Gobierno Departamental crea una sociedad de economía mixta, si está basada en el 
artículo 188, tiene que venir al Parlamento, porque dice “por ley”, y no “por acto del Gobierno 
Departamental”. En fin, sería muy poco riguroso decir que un acto de la Junta Departamental es una 
ley departamental. 


Entonces, señor Presidente, quiero aportar una fórmula para el artículo 3 que indique su 
basamento constitucional —-porque me parece que es bueno-, pero que no sea el artículo 188. Voy a 
exponer la idea que tengo. Sugiero que el artículo 3% diga: “Las Intendencias, con anuencia, en cada 
caso, de la Junta Departamental respectiva, podrán”, y seguiría la transcripción de la parte del artículo 
188 sin mencionarlo. Luego debería agregarse que la presente atribución se otorga a los Gobiernos 
Departamentales en base al acápite del artículo 275, que voy a leer a continuación. En el artículo está 
la lista de las atribuciones del Intendente, pero en el acápite se dice “Además de las que la ley 
determine”. Quiere decir que es un órgano de competencia abierta, al cual la ley puede otorgar 
facultades que no están establecidas en esta lista. 


Resumiendo, diría que el artículo 3% debe culminar diciendo: “La presente atribución se otorga 
a los Gobiernos Departamentales en base al acápite de los artículos 275 y 273”. Este último dice que la 
Junta Departamental ejercerá las funciones legislativas y de contralor en el Gobierno Departamental. 
Entonces, con eso lograríamos un basamento constitucional que, a mi juicio sería correcto —no se trata 
del artículo 188- para esa misma facultad. Esta es la propuesta que hago, ya sea para analizar hoy o la 
próxima reunión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Propongo que se considere este tema como primer punto del orden del día de 
la sesión del próximo martes con las modificaciones que ha realizado el señor Senadores Korzeniak y 
con las comunicaciones que recibiremos del Congreso de Intendentes. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- En virtud de la propuesta que ha planteado la Mesa y para complementarla en 
un sentido positivo —adelanto que sobre este tema tenemos una aproximación en el mismo sentido- 
quiero preguntar lo siguiente. ¿No se podrá realizar una rápida consulta al Ministerio de Economía y 
Finanzas porque, a través del mecanismo establecido por el artículo 3% se podría generar un 
endeudamiento departamental al participar en sociedades de economía mixta que podrían alterar las 
pautas de déficit fiscal? Esto lo dejo como una interrogante y una alerta institucional por lo que significa 
este proyecto. No sé si la consulta se hará por intermedio de la Comisión o por los propios señores 
Senadores integrantes de la Bancada de Gobierno, pero creo que es importante que recibamos la 
opinión del Poder Ejecutivo y del Ministerio de Economía y Finanzas. Nos parece que si se quiere 
hacer la consulta, sería bueno, de lo contrario, quiero señalar que nosotros tenemos una posición 
formada al respecto. 


SEÑORA PERCOVICH.- Sugiero que sea la Presidencia la que haga la consulta porque me parece 
que, como se trata de trasladar un artículo, el trámite va a ser rápido. En lo personal me gustaría que, 
ya que se va a consultar con el Ministerio de Economía y Finanzas sobre este punto, también se 
pregunte si no hay inconveniente en agregar en el artículo 3%, cuando se describen las actividades que 
se pueden desarrollar -las industriales, agrarias, etcétera- a las financieras. Reitero que ya que se va a 
recurrir al Ministerio de Economía y Finanzas para hacer esa consulta, correspondería consultar sobre 
esta otra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, se harán las consultas del caso. 


SEÑOR GALLINAL.- Señor Presidente: en la Legislatura pasada presentamos un proyecto de ley que 
creo está reproducido casi textualmente en la iniciativa que ahora es presentada por la Bancada del 
Frente Amplio. La diferencia que encontramos está relacionada con la referencia que se hace al 
artículo 188 de la Constitución de la República en el artículo 3%, que acaba de comunicar el señor 
Senador Korzeniak que la retiran. No sé si fue porque se equivocaron en la fundamentación, o porque 
consideran que es mejor aplicar el acápite del artículo 275. 


Quiero señalar, en primer lugar, que el artículo 188 cuando se refiere al Estado puede 
generar muchas dudas en el sentido de si comprende o no a los Gobiernos Departamentales. Pero, 
más allá de que podamos salvar esas dudas encontrando argumentos como para sostener que 
efectivamente los Gobiernos Departamentales pueden estar incorporados, me parece que está fuera 
de toda discusión -en el caso de estar incorporados- que se requiere una ley en cada caso, porque así 
lo establece la Constitución; no se puede dar una autorización de carácter genérico. Reitero que esto 
está, a mi juicio, fuera de toda discusión. Además, me parece que en esta nueva filosofía que incorpora 
este proyecto de ley es bueno que exista ley en cada caso. Esto nuevamente trae a la discusión lo que 


fue el debate de la asociación de ANCAP. Digo esto porque acá se está haciendo lo mismo pero en 
términos de mucha mayor generosidad: se autoriza a los Gobiernos Departamentales a asociarse con 
capitales nacionales, extranjeros o multinacionales, dentro o fuera del territorio nacional, en mayoría o 
en minoría, ello no importa, porque allí no se establecen condiciones de ninguna naturaleza. 


Además, ahora se quiere hacer con carácter genérico y ese no me parece que sea el camino 
correspondiente. Recuerdo que una de las virtudes en las que todos coincidimos cuando discutimos la 
ley de ANCAP fue que estábamos discutiendo un caso concreto y que era bueno establecer en la 
propia ley —a pesar de que había quienes interpretaban, en aquel entonces, que ANCAP no necesitaba 
ley para asociarse- cuáles eran las condiciones en función de las cuales en ese caso concreto se le 
autorizaba a ANCAP a ingresar a un proceso de asociación. Asimismo aparecía, por ejemplo, poco a 
poco la condición previa de la licitación o, al menos, un llamado público para ver con quién se iba a 
asociar. 


Entonces, me parece bienvenida la actitud de la Bancada de Gobierno, del Frente Amplio de 
promover ahora asociaciones de todo tipo, sean en mayoría o en minoría, con capitales privados, 
nacionales o extranjeros, o multinacionales. Creo que se trata de un instrumento que puede ser muy 
necesario, pero también pienso que si hacemos extensiva la segunda parte del artículo 188 de la 
Constitución de la República a los Gobiernos Departamentales, lo debemos hacer también a todo lo 
que el artículo significa. Y el artículo establece como condición previa, fundamental y necesaria, que 
exista una ley que habilite a realizar la asociación; creo que no correspondería sacarnos de encima la 
vigencia del artículo 188 recurriendo al acápite de otro artículo de la Constitución de la República. 
Entonces, me parece que este tema merece una discusión mucho más afinada, ya que nosotros 
otorgaríamos nuestro voto para aprobar sin mayores dificultades los artículos 1* y 2%, porque no hacen 
más que reglamentar un artículo de la Constitución, que es el 262. Quién puede negarle al Estado, en 
sus distintas expresiones, que se asocie o que forme grupos en común para la prestación de 
determinados servicios, tal como se establece en los dos primeros artículos del proyecto. 


El artículo 3* refiere a un tema totalmente distinto que al mencionado en los artículos 1* y 22, 
por lo que el mismo no me parece ni de buena técnica legislativa, ni prudente, ni serio, más allá de que 
todos los artículos refieran a los Gobiernos Departamentales. Justamente eso era lo que en aquel 
momento nosotros queríamos promover, es decir, en ese momento de dificultad quisimos dar 
herramientas a los Gobiernos Departamentales para que pudieran defenderse ante la falta de recursos. 
Entonces, me parece que deberíamos separar los temas. Por un lado, pienso que deberíamos hacer 
un proyecto de ley con los artículos 1% y 2%, como forma de reglamentar el artículo 262 de la 
Constitución de la República, inciso 5%, lo cual me parece que no merece ningún tipo de diferencia. Y, 
por otro, dar un estudio mucho más profundo en la Comisión al artículo 3%. En lo personal, no 
solamente pediría la consulta, que comparto, al Ministerio de Economía y Finanzas —en aquel entonces 
el Senadores Atchugarry lo pidió por los motivos a los que hace referencia el señor Senador Larrañaga, 
es decir, veníamos de una crisis de carácter financiero y se decía que no podíamos permitir a los 
Gobiernos Departamentales generar endeudamiento-, sino que también entiendo que correspondería 
una consulta a la Cátedra de Derecho Constitucional, para que nos diga cómo ven este artículo 188, 
qué posibilidades tenemos de aplicarlo a los Gobiernos Departamentales, si se necesita ley en cada 
caso. En esa circunstancia la ley, obviamente, debe ser previa a que se concrete la asociación-, si 
vamos a poner algún tipo de límite y si está referido a la competencia de los Gobiernos 
Departamentales. Obsérvese, por ejemplo, que el Intendente Municipal de Maldonado dijo que él 
necesitaba un instrumento de estos para construir viviendas. Ahora bien, la construcción de viviendas 
no forma parte de la competencia de un Gobierno Departamental, por lo que en este caso ya 
tendríamos una mala aplicación de la ley y de la Constitución de la República. Por estos motivos, 
pienso que sería bueno delimitar este campo de acción previamente, ya que estamos ingresando en el 
terreno de las tercerizaciones, de las privatizaciones y de las asociaciones y no deben confundirse 
conceptos absolutamente diferentes, lo cual supongo que la Bancada oficialista no desea. 


Por lo tanto, para seguir con la discusión del proyecto personalmente me permito proponer dar 
trámite en forma de ley a los artículos 1? y 2%, quizás con alguna leve modificación o ampliando algo 
más la reglamentación, porque es un instrumento interesante que por otra parte los Gobiernos ya están 
utilizando, pues estos viven asociándose con otros Organismos del Estado para prestar un servicio. 


Propongo también que se busque una forma diferente de encarar el artículo 3%, porque me 
parece que es muy pesado. Dicho de otro modo, es un artículo que tiene el mismo volumen y 
dimensión que la Ley de ANCAP, salvo que en lugar de referir a un Ente Autónomo está dirigido a los 
diecinueve Gobiernos Departamentales, lo que no es poca cosa. 


En principio, llego con una vocación positiva hacia el proyecto de ley, porque me parece 
adecuado que pensemos en darles un instrumento, pero pienso también que de entrada tiene que 
establecerse determinadas limitantes. Por su parte, la propuesta de la señora Senadora Percovich, en 
mi opinión, hace más compleja la situación. 


Por estos motivos, creo que este tema merece un estudio del equipo económico y de la 
Cátedra de Derecho Constitucional. 


En consecuencia, con mucha humildad, sugiero que se recorra ese camino, pues me parece 
que es el más prudente en atención, sobre todo, al gran debate que se dio en el país en los últimos 
tiempos en torno a la Ley de ANCAP que, finalmente, terminó siendo derogada. 


SEÑOR ABREU.- Esta propuesta, señor Presidente, nos ha hecho reflexionar. Debo decir que, por 
nuestra parte, también nos acercamos a ella con sentido positivo, pues creo que es importante darle 
fuerza y dinamismo a la participación del sector público con el sector privado. Tal como decía el señor 
Senador Gallinal, en este tema hay viejos antecedentes y discusiones sobre cuál es la forma de 
aproximarse. 


Respecto a este proyecto hay varios aspectos sobre los que quisiera reflexionar. El primero 
que me preocupa, obviamente, tiene que ver con cierta dificultad constitucional en cuanto a cuál es el 
camino que vamos a recorrer, aun cuando la propuesta del señor Senador Korzeniak tiene la 
característica de su creatividad y el esfuerzo técnico para poder subsanar algunas dificultades que se 
presentan a partir del texto constitucional, sobre todo, con relación al artículo 188. Pero creo que detrás 
de esta disposición está la filosofía que plantea contemplar caso por caso que, en mi opinión, no deja 
de tener su prudencia y su respaldo, desde el punto de vista de la forma de encarar determinadas 
políticas que se representan, en este caso, a través de diecinueve Gobiernos Departamentales. 
Precisamente, éstos pueden tener serias dificultades si no cuentan con una autorización de carácter 
genérico y, a veces, puede no existir el debido control como para que el propio Estado logre administrar 
la propia descentralización y autonomía para que no termine siendo una especie de competencia o 
facultad muy comprometida respecto de cómo interpreta el Gobierno Nacional y cómo lo hacen los 
Gobiernos Departamentales la forma de desarrollar sus actividades. A este respecto, cito un ejemplo 
que en lo que me es personal me preocupa —por cierto, la propuesta de la señora Senadora Percovich 
eleva más esa preocupación, precisamente, por el tema financiero-, pues tenemos Gobiernos 
Departamentales con notorias competencias fronterizas, sobre todo, en el ámbito de las fronteras 
secas. Pienso que eso puede llevar a que la iniciativa de cada Gobierno Departamental, en la 
preocupación por obtener capitales y asociarse, termine vinculando a algunas actividades a 
determinadas sociedades privadas, llegando a la situación de afectar la forma de la prestación del 
servicio público; incluso, hasta la interpretación estricta del concepto de soberanía nacional. 
Concretamente, me refiero a la prestación de servicios públicos que pueden ser compartidos de un 
lado y otro de la frontera, que a veces se brindan, diría, por duplicado, cuando deberían ser 
coordinados. Puede suceder que al ser desarrollados en forma conjunta con el sector privado, se esté 
limitando la propia acción no sólo del Gobierno Departamental, sino también del Gobierno Nacional en 
lo que significa el ejercicio de su soberanía en el territorio nacional. 


Quería hacer estas manifestaciones a modo de reflexión y decir que, en mi opinión, sería 
conveniente rescatar el criterio caso por caso. 


SEÑOR KORZENIAK.- Quiero aclarar que en el texto se propone que la Junta Departamental apruebe 
la propuesta del Intendente caso por caso. Me pareció importante hacer la aclaración, sobre todo, 
teniendo en cuenta ese traslado que se puede plantear a nivel nacional. 


SEÑOR ABREU.- Comprendo el esfuerzo que se hace por encontrar una solución pero, en realidad, la 
interpretación de cuál es la política de carácter general no puede quedar exclusivamente en manos del 
ámbito departamental. En el tema del caso por caso, el análisis de este tipo de asociación, a veces, 
puede involucrar a empresas de enorme importancia —no estamos hablando de empresas pequeñas:, 
sobre todo, de carácter regional. Basta analizar lo que podría significar en el ámbito departamental de 
Treinta y Tres si se involucrara determinados aspectos de servicios municipales o de algunas 
actividades con, por ejemplo, el área de la Laguna Merín, los puertos u otros servicios -más allá de las 
competencias nacionales que, existen en esta materia-, para darnos cuenta de lo que podría suceder. 


SEÑOR KORZENIAK.- En materia portuaria no es posible que esto ocurra, porque esta área no es 
competencia de la Intendencia Municipal. 


SEÑOR ABREU.- No me estoy refiriendo a ese tema concreto. Es más, coincido con el señor Senador 
en ese sentido. Lo que digo es que, cuando hay que administrar servicios municipales o actividades a 
las que puede asociarse un departamento, hay propuestas de carácter nacional que están 
involucradas, quizás, en una visión contradictoria con el gobierno departamental y no estoy hablando 
del tema portuario, sino de servicios vinculados a la actividad municipal en áreas portuarias, que la 
Constitución sí puede utilizar porque son servicios de naturaleza departamental que pueden estar 
relacionados a preocupaciones que se sostienen por otros Estados o empresas. Voy a dar otro 
ejemplo, en el ámbito de la energía siempre hay preocupación por parte de la República Federativa del 
Brasil por asociarse y participar de las Intendencias para la generación de energía. Es obvio que esto 
debería ser analizado desde el punto de vista de los aspectos de la ley nacional, entre otras cosas 
porque la política energética nacional no puede estar condicionada en forma directa por la participación 
de los gobiernos departamentales. Es importante que desde el punto de vista nacional, en cada caso, 
la ley habilite la asociación con el sector privado, sobre la base de que el criterio nacional y legislativo 
es el que va administrando y orientando la inquietud, natural, de los gobiernos departamentales que 
por la falta de recursos, en general, tratan de incorporar socios que con el entusiasmo —como he visto- 
y con las promesas fáciles de encontrar solución terminan comprometiendo más la gestión 
departamental. 


En ese sentido que adhiero a la necesidad de hacer un análisis caso por caso. 


SEÑOR MICHELINI.- La idea es pasar la propuesta para la semana que viene, luego de realizar la 
consulta al señor Senador Larrañaga para llevar a cabo el debate. 


Creo que todos tenemos la idea de que los gobiernos departamentales deberían incursionar 
O avanzar por el camino de conjugar los esfuerzos públicos con los privados para solucionar algunos 
problemas vinculados a las áreas departamentales, independientemente de que el ejemplo del 
Intendente de Maldonado esté, exactamente, en esa regla. Se nos han puesto observaciones de 
conveniencia y jurídicas, conjugadas en que la Constitución es lo suficientemente sabia para evaluarlas 
en cada caso y para que una ley más general pueda estar salteando el aspecto jurídico del caso a 
caso. 


Con respecto al aspecto jurídico, naturalmente, hay algunas propuestas presentadas por el 
señor Senador Korzeniak. Nosotros tenemos otra que queremos consultar ya que no somos idóneos 
en la materia y, por lo tanto, una semana nos dará tiempo para realizar alguna otra consulta. 


En el caso de la conveniencia, independientemente de que después tengamos limitaciones 
jurídicas -aunque esto fuera conveniente- y, además, limitaciones de conveniencia, saltemos las 
limitaciones jurídicas y podamos decir “pero vamos a acotarlo a tales y tales rubros” para que no ocurra 
que mañana una Intendencia de cualquier color político permita una empresa de desarrollo espacial, 
digámoslo así. Vamos a tratar de acotarlo a ciertos propósitos y para eso damos una autorización más 
genérica, porque encontramos los mecanismos constitucionales que lo permitan. A nosotros nos 
parece que lo ideal sería ir a los mecanismos más generales, para que después no suceda --si todos 
consideramos que la Constitución lo permite--, que venga una Intendencia con un proyecto que como 
es de tal color los votos están y si es de otro color, aunque sea un proyecto parecido no están. 
Nosotros aspiramos a que esto sea más genérico con la anuencia de la Junta Departamental. 


No nos podemos sortear que la Intendencia está comprometiendo voluntades, recursos 
financieros y recursos humanos; por lo tanto, el Parlamento departamental tiene que estar presente. 
Pero nos gustaría que fuera algo más genérico para que después, el caso a caso no termine siendo 
una situación en la cual empiece la especulación política o de otro tipo. No hay ningún proyecto 
presentado, estamos separados de algunas de estas iniciativas y existen Intendencias Municipales de 
los tres partidos políticos que estamos aquí representados, por lo que nos parecía más lógico que 
fuéramos a algo más genérico. 


Si no podemos sortear los aspectos de legalidad ni los de conveniencia, porque no 
encontramos los caminos acotados a los rubros que queremos, de todos modos, nosotros somos los 
menos preocupados, porque si hay algunos proyectos concretos que nos parezcan interesantes, la 
mayoría parlamentaria va a estar. Pero nos parece que deberíamos alejarnos de esas instancias 
políticas y armar estructuras que caminen, que den más tranquilidad, intentar que todos los Intendentes 
conozcan las reglas y tratar de que se pueda avanzar sin la espada de Damocles en cuanto a si el 
Parlamento lo votará o no. Reitero que hay una actitud de parte nuestra —no digo que no la tengan 
otros Legisladores- de apertura de instrumentos que puedan utilizar todos. Si luego todo eso no se 
puede lograr, se verá, pero cuando nosotros tuvimos que solucionar el tema de una empresa con OSE, 
lo solucionamos, y para ello contamos con la mayoría parlamentaria. Pero creo que en este momento 
debemos tratar de encontrar —quizás, esto es una exhortación- caminos que permitan que esos 
instrumentos los puedan utilizar todos. 


Antes de que se levante la sesión, quiero hacer un planteamiento sobre otro tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por lo tanto, ese tema junto con las consultas previas pasaría al orden del día 
del próximo martes. 


El señor Senador Gallinal formuló una propuesta para consultar a la Cátedra de Derecho 
Constitucional. 


SEÑOR GALLINAL.- Asimismo, se puede consultar a los distintos constitucionalistas sobre el alcance 
del artículo 188 de la Constitución. 


SEÑOR MICHELINI.- Me parece que las consultas se tienen que hacer pero la Bancada de Gobierno 
debe avisar que desea que la semana que viene se trate el tema. Los informes al respecto podrán 
estar o no; si no están, puede que se demore el tratamiento del tema un tiempo más o no, pero 
tenemos una decisión política en cuanto a que el tema debe ir solucionándose. Naturalmente, tenemos 
que conversar entre nosotros, pero queremos que figure en el orden del día, para empezar a discutirlo 
con los informes que existieran. 


SEÑOR GALLINAL.- Si la Comisión lo aprueba, por nuestra parte vamos a pedir una consulta sobre el 
tema a los doctores Gonzalo Aguirre y Martín Risso. 


SEÑOR ABREU.- Teniendo en cuenta el espíritu de celeridad —que algunos lo pueden tener un poco 
más acentuado que otros-, creo que en este caso sería importante que la opinión del Ministerio de 
Economía y Finanzas fuera por escrito. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Le solicitaría al señor Senador Gallinal que precisara el alcance de la 
consulta. 


SEÑOR GALLINAL.- Concretamente, pediría que se consultara a la Cátedra de Derecho 
Constitucional —a cualquiera de sus integrantes; no hago discriminaciones- y que por otra parte la 
Comisión también solicite la opinión de los doctores Gonzalo Aguirre y Martín Risso, sin perjuicio de lo 
que quieran proponer los demás miembros de la Comisión. Personalmente, voy a hacer las gestiones 
ante estos dos ilustres juristas, a los efectos de que en el plazo más breve posible nos envíen sus 
dictámenes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, la propuesta del señor Senador Gallinal es realizar una consulta a 
la Cátedra de Derecho Constitucional y a los dos juristas mencionados. 


SEÑORA PERCOVICH.- Voy a proponer que para la próxima sesión se traiga una posición formada 
con relación al proyecto por el que la Sala 15 del Anexo sea denominada “Alba Roballo”, teniendo en 
cuenta que ya ha sido aprobado por la Cámara de Representantes. Nos gustaría que este mes 
ocurriera lo propio en el Senado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Cabe aclarar que ya se confeccionó un orden del día en el que figura ese 
proyecto de ley. 


Asimismo, me gustaría que se incluyera como segundo punto un proyecto sustitutivo 
presentado por la Bancada del Frente Amplio referido a normas sobre cesión de créditos y pagos con 
subrogación voluntaria respecto de retenciones salariales y pasividades, que creo ya fue repartido a 
todos los miembros de la Comisión. 


SEÑOR MICHELINI.- Lo hice repartir de manera informal, señor Presidente, pero se puede realizar 
formalmente. También tenemos la versión electrónica correspondiente, que podemos entregarla. 


Quiero recordar que la Comisión de Constitución y Legislación discutió este asunto en 
varias oportunidades y si no se llegó a su tratamiento final fue porque integrantes de la Bancada de 
Gobierno teníamos algunas diferencias. Luego del receso parlamentario hemos hecho un esfuerzo en 
ese sentido, realizamos consultas a nivel del Ministerio de Economía y Finanzas y hemos logrado 
llegar a un texto final que hacemos llegar para que se incluya en el próximo orden del día, a la espera 
de que cuente con el apoyo de los señores Senadores de los otros Partidos. Naturalmente, deberán 
comprender que después de varias semanas de no recibir una respuesta, ahora que la mayoría la 
tiene, aspiremos a darle el trámite más rápido posible y que se trate en la próxima sesión del Senado. 
Por lo tanto, daríamos un paso sustancial si la semana que viene lo tratáramos o que, al menos, los 
demás señores Senadores nos den su punto de vista. En caso de que hubiera invitados, me gustaría 
que vinieran quince o veinte minutos más tarde para que tratemos previamente este proyecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No hay invitados para la próxima sesión. 
Dese cuenta de asuntos entrados que quedaron pendientes al inicio de la sesión. 
(Se da de los siguientes:) 


SEÑORA SECRETARIA.- “Carpeta N* 455/06. PARTIDOS POLÍTICOS. Se declara de interés general 
la promoción de la participación equitativa de ambos sexos en sus órganos de dirección; integración 
del Poder Legislativo, Juntas Departamentales y Juntas Locales de carácter electivo. Proyecto de ley 
con exposición de motivos de los señores Senadores integrantes de la Bancada del Encuentro 
Progresista. 


Carpeta N* 458/06. EXTRANJEROS. Se amplían disposiciones relativas a su permanencia 
en el territorio nacional (Ley N* 9.604, de 13 de octubre de 1936). Mensaje y proyecto de ley del Poder 
Ejecutivo. 


La Presidencia del Senado remite copia de la versión taquigráfica de las palabras 
pronunciadas por el señor Senador Francisco Gallinal referidas a los derechos de los trabajadores del 
Banco de la República Oriental del Uruguay. 


Carpeta N” 438/06. PRETENSIÓN PUNITIVA DEL ESTADO RESPECTO DE LOS DELITOS 
COMETIDOS AL 1% DE MARZO DE 1985. Se interpretan los artículos 1* al 4? de la Ley N* 15.848, de 
22 de diciembre de 1986. 


- Proyecto de ley con exposición de motivos de los señores Senadores Enrique Antía y 
Francisco Gallinal. 


- Opinión del Profesor doctor Martín Risso Ferrand. 


- Opinión del Profesor doctor Miguel A. Semino”. 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


